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SEÑORA PRESIDENTA (Piñeyrúa).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración tiene el placer de recibir 
al señor Ministro de Educación y Cultura, doctor Ricardo Ehrlich, a la Directora de Asuntos Constitucionales, 
Legales y Registrales, doctora Cecilia Blanco, al Director de Derechos Humanos, doctor Javier Miranda, a la 
Directora General de Registro, escribana Claudia Palacio, al Director General de Registro de Estado Civil, 
escribano Adolfo Orellano y al asesor, Director Pablo Maqueira 


Como sabrán a través de la citación y de los contactos que se hicieron para concretar esta entrevista, tenemos 
varios puntos en el orden del día de hoy. Uno de ellos sería que nos dieran un informe acabado de la nota que 
se envió en cumplimiento del artículo 540 de la Ley_N* 18.719 de Presupuesto que, entre otros, encomendó al 
Ministerio de Educación y Cultura a estudiar la viabilidad desde distintos ángulos de la creación de un 
Ministerio de Asuntos de Justicia y Derechos Humanos. 


Un segundo punto refiere a la necesidad de la Comisión por saber en qué estado se encuentra el conflicto de 
las dependencias de la Dirección General de Registros y cuáles son las causas de que a menudo estén 
sucediendo estos episodios, con las consiguientes consecuencias para el conjunto de la sociedad. 


El tercer punto apunta a conocer vuestra opinión sobre el proyecto de ley, que está en la órbita de esta 
Comisión, que habilita a los escribanos públicos a la celebración de matrimonios civiles. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Por el orden que la señora Presidenta acaba de 
resumir, hablaremos primero sobre el documento que se anexó al proyecto de ley de Rendición de 
Cuentas, respondiendo al artículo 540 de la ley presupuestal referido al Ministerio de Asuntos 
Jurídicos y Derechos Humanos, y luego sobre los temas relacionados con los conflictos en el Registro 
Civil y en la Dirección General de Registros. Terminaríamos dando nuestra opinión sobre la propuesta 
del señor Diputado Iturralde Viñas con relación a la actuación de los escribanos públicos en los 
matrimonios. 


Con relación al primer tema, de acuerdo con el artículo 540 de la ley presupuestal, los tres Ministerios allí 
mencionados, de Economía y Finanzas, del Interior y de Educación y Cultura, trabajaron en el tema y 
elaboraron un documento que fue adjuntado al proyecto de ley de Rendición de Cuentas. El mismo 
constituye un texto de avance del proceso de discusión y análisis en el seno del Poder Ejecutivo con relación 
al tema. El documento presentado refiere, primero, a temas generales, a la delimitación del sujeto tratado, y 
luego se centra en distintos enfoques. Desde un punto de vista orgánico, el sistema político va a referir a 
algunos puntos que voy a resumir y luego concluye en una serie de pautas para generar un contexto que 
permita una reflexión y un debate en torno a un tema que entendemos central a nivel del Estado y que 
involucra a muy numerosos organismos e instituciones. 


Con relación a la delimitación del objeto de trabajo, se plantea como un tema central y como una hipótesis de 
trabajo inicial que el sistema de justicia comprende a un conjunto numeroso de instituciones, cuyo cometido 
primario y sustantivo es resolver, tanto los conflictos jurídicos de la sociedad, mediante la aplicación del 
Derecho, como el hacer efectivas esas resoluciones. 


El enfoque desde el punto de vista orgánico se centra, por un lado, en lo que tiene que ver con el régimen de 
separación de Poderes en el Estado y, por otro, en los distintos actores a nivel del Estado que están 
involucrados en lo que es el sistema de justicia que, por supuesto, incluye al Poder Judicial, pero también a 
distintos organismos algunos de raigambre constitucional como el Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
y a las variadas responsabilidades del Poder Ejecutivo en la materia, enfatizando el rol central del Poder 
Legislativo. Se detallan un poco más quizás es uno de los temas en los que podemos profundizar en esta 
sesión las responsabilidades del Poder Ejecutivo en el sistema de justicia, con un número importante de 
instituciones y de agentes que tienen distinto grado de involucramiento y de protagonismo. Dentro de ellos, 
sin duda, el Ministerio de Educación y Cultura tiene una de las responsabilidades mayores en una serie de 
unidades y de servicios centrales en el tema de la justicia, pero también el Ministerio del Interior la tiene, en 
particular en lo que tiene que ver con el sistema carcelario de rehabilitación social, el Instituto del Niño y 
Adolescente del Uruguay. 


En lo que tiene que ver con el Ministerio de Educación y Cultura, las responsabilidades van desde el 
Ministerio Público y Fiscal, los distintos Registros, las Juntas de Transparencia y Ética Pública y la autoridad 
central de Cooperación Jurídica Internacional, en particular. Eso hace al análisis en lo que tiene que ver con 
los distintos organismos del Estado involucrados en el tema de justicia. 


Un segundo punto tiene que ver con el estudio de la incidencia de los distintos estatutos de independencia 
técnica de los distintos actores o agentes. Sin duda que esos sistemas de justicia están caracterizados por un 
marcado régimen de independencias orgánicas en las cuales podemos distinguir las que son de origen 
constitucional, tanto con el Poder Judicial como con la justicia administrativa, como independencias técnicas 


definidas a nivel legal, por ejemplo, los órganos de asesoramiento y el Propio Ministerio Público y Fiscal por 
excelencia. 


Analizando los distintos aspectos, como una primera conclusión para iniciar una nueva etapa, se plantea una 
serie de pautas generales para orientar el debate y la reflexión que tienen que ver con la conformación del 
sistema de justicia, con las características estructurales a nivel del Poder Ejecutivo en lo que tiene que ver 
con sus responsabilidades en materia de justicia y se concluye en una serie de afirmaciones o de asunciones 
de responsabilidad en la continuación de este trabajo. Varias de las responsabilidades en materia de justicia 
que tiene el Poder Ejecutivo, que hoy tienen ubicación institucional en el Ministerio de Educación y Cultura, 
parecen responder a criterios contingentes más que a un sustento o a una propuesta de tipo organizativo o de 
contenido. Entre los desafíos pendientes, entendemos que el Poder Ejecutivo debe continuar con la asunción 
de responsabilidades en el tema, definiéndolas en el quehacer del sistema de justicia en el contexto del 
régimen constitucional de separación de Poderes. El Poder Ejecutivo se propone continuar el proceso de 
discusión a fondo que se ha iniciado tendiente a crear una nueva institucionalidad. Este proceso debería tener 
como resultado la concentración de las competencias en esta materia del Poder Ejecutivo en una única 
estructura o centralizarlas sin desconocer distintos grados de concentración que puedan considerase 
oportunos. 


El documento concluye señalando que el próximo paso debe llevarnos a definir la finalidad de la nueva 
institucionalidad, a especificar sus contenidos, a organizar la estructura y estatutos de los agentes encargados 
de diseñar, ejecutar y de evaluar estas políticas, a definir sus competencias y, finalmente, a precisar los 
vínculos y niveles de coordinación con las otras entidades estatales que integran el sistema de justicia. 
Algunas de las interrogantes que surgieron con fuerza en esta primera etapa del trabajo se detallan al final del 
documento. Esta es una descripción somera, resumida, del trabajo efectuado y de cuáles son los próximos 
pasos. Entendemos que este documento constituye un primer avance que invita al debate, a la reflexión que 
sin duda debe llevar adelante el Poder Ejecutivo pero no solo este; consideramos que tiene que haber una 
confluencia de los actores del sistema nacional de justicia en esa discusión y en ese análisis, de manera de 
generar las confluencias técnicas y políticas necesarias para dar los pasos que lleven a un cambio 
institucional que entendemos de envergadura y a fortalecer el sistema de justicia a nivel nacional. 


SEÑORA BLANCO.- Simplemente, quiero acotar la presentación del señor Ministro y aclarar algunas 
dudas que quizás puedan surgir cuando uno aborda el documento. 


Como decía recién el señor Ministro, el enfoque de este documento tiene dos grandes líneas conceptuales, 
que son las iniciales en la presentación. En primer lugar, un concepto global de lo que la comisión que trabajó 
entiende es el sistema de justicia, de forma tal de dar una formulación conceptual amplia que permita, de 
alguna forma, identificar a los distintos responsables públicos en el quehacer de ese sistema. Habitualmente, 
se asocia la temática que tiene que ver con la justicia con aquellas competencias que son inherentes por el 
artículo 239 al Poder Judicial: la función esencial de juzgar y de hacer ejecutar los Juzgados, que es lo que se 
comete a los órganos jurisdiccionales, toda la infraestructura y la dependencia orgánica y la superintendencia 
que tiene la Suprema Corte de Justicia. La primera puntualización es que el documento trata de dar una 
formulación conceptual amplia de un sistema de justicia comprensivo de todos los agentes y que identifica, 
de alguna manera, las responsabilidades que tienen cada uno de los Poderes del Estado en esta concepción 
macro del sistema de justicia que supera digámoslo así el concepto de sistema judicial. 


El segundo punto que también hace al enfoque y explica la visión de este documento de trabajo elaborado por 
la Comisión que fuera encargado por el Parlamento, son las dos líneas conceptuales o los dos principios que 
manan del ordenamiento jurídico que, como señaló el Ministro, son básicamente dos. Primero, un régimen 
constitucional por el que se optó en nuestro país, una separación rígida de Poderes con mecanismos de 
contralor. Eso no implica que no podamos caracterizarlo como un régimen con una separación rígida en las 
funciones de los tres Poderes tradicionalmente concebidos. Segundo, es una característica que hace a la 
mayoría de los agentes de distinto grado y de distinta relevancia, que tiene que ver con el quehacer del 
sistema de justicia y que es el principio de autonomía técnica, distinto al que habitualmente manejamos con 
relación a los órganos jurisdiccionales, que es el principio de independencia. Esa es una diferencia 
conceptual. 


Lo cierto es que en esa óptica, y principalmente cuando uno pone los ojos sobre la estructura organizativa 
que tiene que ver con este sistema de justicia, desde el punto de vista de las competencias del Poder 


Ejecutivo, las características del régimen son, básicamente, una estructuración también rígida por calificarla 
en ese sentido de consagración de estatutos de autonomía técnica. Ese es uno de los desafíos que están 
planteados al final, en esos disparadores de preguntas que la comisión entendió que se deberían ir abordando 
por punto y en profundidad. 


El segundo punto de vista de este documento también es, como lo señalaba el señor Ministro, un enfoque 
estrictamente de la órbita de responsabilidad que tiene el Poder Ejecutivo en el sistema de justicia. Aclaro 
esto porque el documento señala, precisamente creo que en el segundo o tercer apartado, cuando se analiza el 
sistema orgánico o la estructura desde el punto de vista de la separación de Poderes, que en este escenario 
salvo en una de las hipótesis que puede implicar una discusión constitucional el documento deja bien en claro 
que en el marco en el cual se está señalando rige el artículo 239 en cuanto a la competencia estricta que 
confiere la Constitución a la Suprema Corte de Justicia. 


Es importante señalar que este es el escenario general: el ordenamiento, sus principios generales y un 
enfoque desde el punto de vista del Poder Ejecutivo de aquellas funciones que en este trabajo reflexivo ha 
hecho la comisión. Se lo ha caracterizado como un sistema en el que dentro de esa visión global que hace la 
Administración Central aparecen órganos en distintas Carteras ministeriales con una serie de características 
que nosotros en su momento, en la comisión, entendimos que podrían señalarse como de amalgama de 
competencias pero que no responden a una estructura orgánica que tenga algún tipo de correlato con una 
distribución en función de materias o de contenidos. Esas dependencias están dispersas en distintas 
responsabilidades asumidas hoy por el Poder Ejecutivo, no obstante lo cual si uno lo mira en términos 
numéricos y no de relevancia indudablemente, el Ministerio de Educación y Cultura, por las razones 
residuales que habitualmente hacen a su competencia, es el que nuclea en general, de distinta manera y con 
estatutos propios, las mayores competencias. 


Como señalaba el señor Ministro, desde el punto de vista de la dependencia administrativa y más allá de los 
estatutos de autonomía, sin duda está, por excelencia, el Ministerio Público y Fiscal, que en su ley estatutaria 
tiene una dependencia orgánica, en su momento resuelta con criterio de política legislativa, del Ministerio de 
Educación y Cultura. También están las Fiscalías del Gobierno, el Procurador del Estado en lo Contencioso 
Administrativo, la Junta en su función de asesoramiento y la autoridad central básicamente concentrando 
todos los pedidos de cooperación que salen y que ingresan de nuestro país en el marco de los convenios que 
tenemos, ya sean bilaterales o multilaterales, y con una función un poco residual en el Ministerio de 
Relaciones Exteriores, pero concentrada en el Ministerio de Educación y Cultura. Estas funciones pueden 
calificarse dentro del sistema como auxiliares en la función jurisdiccional, como son los Registros, cuyos 
Directores hoy nos acompañan en esta comparecencia, aunque por otros temas. 


Para resumir más allá de que después puedan plantearnos alguna pregunta concreta, el objetivo final de este 
documento, al margen de cumplir con el mandato legal que se le dio a los tres Ministerios, es generar un 
enfoque de percepción en el cual, de alguna manera, se permita visualizar que el Poder Ejecutivo no es ajeno 
al sistema de justicia en este concepto mayor que es la premisa básica del documento en el abordaje, que 
además tiene una estructura orgánica que puede ser analizada y abordada en términos de optimizar y de 
contribuir a reforzar un sistema de justicia, y que puede generar toda una serie de interrogantes que hablan de 
una institucionalidad, que permita, dentro de la estructura de la Administración Central, identificar las 
competencias aquellas que son propias del Poder Ejecutivo y los debates, que habitualmente no se asocian 
con las responsabilidades públicas que tiene el Poder Ejecutivo, en materia de justicia, e ir señalando 
disparadores que, salvo en el literal 1), son el único escenario en el cual la formulación es tan abierta que 
puede plantear la discusión de una reforma constitucional, que es el tema de la defensa pública que, como 
todos sabemos, está dentro de la órbita del Poder Judicial por mandato constitucional. 


El resto refiere a razones de conveniencia estructural, orgánica, competencial, de eficiencia, de coordinación 
institucional, pero siempre desde la óptica del Poder Ejecutivo en la materia. Se vuelven a señalar 
disparadores de debate en la concepción de que esta es una discusión mucho más amplia, que genera, 
además, que necesariamente deban intervenir otros interlocutores que hacen a este concepto. En esto, me 
remito al concepto inicial del sistema de justicia, individualizando, dentro de los tres Poderes del Estado, las 
responsabilidades respectivas, los contenidos de esas responsabilidades y un debate que quizás sea el más 
necesario desde la óptica de esta Comisión, que mira hacia la interna del Poder Ejecutivo en las 
responsabilidades en la materia. 


SEÑOR MICHELINL.- Agradezco la presencia del señor Ministro de Educación y Cultura así como de 
la delegación que lo acompaña. 


Hemos leído con satisfacción el informe de avance presentado, en cumplimiento del artículo 540 de la Ley 
N? 18.719. Nos parecen relevantes los informes que se han hecho "in voce" en la mañana de hoy, en el 
sentido de ir construyendo ese debate institucional de la reforma del Estado. Esto se debería enmarcar en ese 
renglón, porque todas las puntas y aristas que están sintetizadas en los disparadores que plantea el informe de 
avance, hablan, precisamente, de una reforma en profundidad. Las reformas en profundidad, a diferencia de 
las que son simplemente una superficial modificación, necesitan tiempo, discusión e ir generando los grandes 
consensos políticos, a los efectos de que esas transformaciones tengan la envergadura que amerita una 
reforma de este tipo. 


Voy a hacer dos constancias y a formular dos preguntas. Me consta que los miembros de esta Comisión 
tienen, a su vez, preocupación por otros temas de la vasta Cartera que lidera el señor Ministro. 


La primera constancia que es sumamente importante lo dijo el señor Ministro y lo ratificó en forma clara e 
inequívoca la doctora Blanco, Directora de Asuntos Constitucionales, Legales y Registrales es que el 
abordaje del tema se hace en el estricto cumplimiento del artículo 239 de la Carta Magna. En este trabajo, no 
hay un apartamiento en absoluto a la Constitución. El trabajo no refiere a una eventual reforma constitucional 
de ningún tipo, sino que parte de la base de que la eventual consagración de un Ministerio de Asuntos 
Jurídicos y Derechos Humanos se estaría enmarcando en el estricto cumplimiento del texto constitucional 
que rige a los uruguayos. 


La segunda constancia tiene que ver con la duda que plantea la situación de los Defensores de Oficio, que 
consta en el numeral 6” del artículo 239. Adelantando opinión, debo decir que la interpretación del texto 
constitucional debe hacerse en forma estricta, y es el nombramiento. No dice que los Defensores de Oficio 
deban fungir en la órbita del Poder Judicial. Tan es así, que hay otros ejemplos. El Poder Legislativo da las 
venias para la designación de funcionarios después designa el Poder Ejecutivo que en su órbita después se 
desarrollan en otro lado. El literal 1) de esos disparadores que están en el informe del Poder Ejecutivo rozan 
en nada la letra y el espíritu de la Constitución de la República. 


Voy a realizar una pregunta conceptual. El Poder Ejecutivo envió un proyecto de ley que reforma el Código 
del Proceso Penal y que cambia sustancialmente el papel, la función y la responsabilidad de los integrantes 
del Ministerio Público y Fiscal ese proyecto está a estudio de la Comisión de Constitución y Legislación de la 
Cámara de Senadores, pero deja abierto el estatuto de los integrantes del Ministerio Público. ¿Quién debería 
pensar, si no es un Ministerio de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos, cuando cambia sustancialmente el 
papel de los integrantes del Ministerio Público? Recuerdo que los integrantes del Ministerio Público y Fiscal 
están regidos por un Decreto-Ley que no se pudo "aggiornar", a diferencia del estatuto de magistrados que sí 
se "aggiornó" posteriormente a la recuperación de la vida democrática del país. Me refiero a todo lo que 
dispara cambiar un proceso penal inquisitivo a un proceso penal acusatorio. 


Naturalmente, asumo que esta pregunta tiene un alto grado de profundidad. Estos temas pueden ser de 
reflexión y no necesariamente significan posiciones definitivas. No soy de los que creo que en temas 
jurídicos hay dos bibliotecas, pero pienso que un abordaje de un tema puede tener una aproximación en un 
sentido y, después, a través del estudio y la profundización, se puede cambiar de posición. 


La segunda pregunta es más sencilla. Me gustaría saber, a nivel de la región MERCOSUR, América Latina, 
en fin países que tienen sistemas jurídicos parecidos al nuestro, cómo están organizados los cometidos de los 
Poderes Ejecutivos y cómo hacen los señores Ministros para participar, por ejemplo, en las reuniones del 
MERCOSUR, ya que un día tienen que ir como Ministros de Educación y, al otro, si pueden combinar la 
agenda, como Ministros de Justicia. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Hay un proyecto de reforma del Código del Procedimiento Penal, que se 
encuentra a estudio de la Comisión de Constitución y Legislación del Senado, remitido por el Poder 
Ejecutivo. En él se aconseja que el Ministerio Público esté fuera de la órbita del Poder Ejecutivo. Por lo 
tanto, necesitamos conocer la opinión del señor Ministro, ya que se hace referencia a un tema de fondo. 
Estamos prontos para estudiar esa reforma, por lo que consideramos muy importante ser claros y 
concisos en la ubicación del Ministerio Público en la organización del Estado. 


Existe un proyecto de ley referido al estatuto del Ministerio Público, presentado por el señor Senador 
Pasquet, en el que se establece la naturaleza jurídica como servicio descentralizado. Quisiera saber si el señor 
Ministro tiene conocimiento de esta iniciativa y nos puede dar su opinión al respecto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De acuerdo con lo que dijo la doctora Blanco y reafirmó el señor Diputado 
Michelini, entiendo que en el proyecto que se está elaborando no se piensa tocar algunos cometidos que 
la Constitución de la República otorga a la Suprema Corte de Justicia como, por ejemplo, la 
Superintendencia Económica de las dependencias del Poder Judicial, el nombramiento, la promoción y 
la destitución a funcionarios del Poder Judicial, es decir, ese tipo de competencias no que no hacen 
estrictamente a la función jurisdiccional. ¿Esto es así? 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Se mencionaron varios puntos que son 
importantes y que son tema de análisis y debate. Por un lado, está la Defensoría de Oficio, que figura 
entre los temas que entendíamos pueden disparar un debate sobre el que hay diferentes opiniones y 
podría involucrar un cambio constitucional. Por otro, se está considerando el nuevo Código del 
Procesal Penal. Hay un vínculo muy claro entre este tema que nos ocupa de generar una nueva 
institucionalidad y la posible aprobación de este proyecto de ley, que implicaría una modificación 
profunda del Ministerio Público y Fiscal, particularmente con cambios sustantivos en los cometidos y 
obligaciones mayores que deberían escalarse sabiamente en lo que tiene que ver con la instrumentación 
a nivel del conjunto del territorio y la formación de los Fiscales en el nuevo contexto. 


Este tema está fuertemente vinculado con el asunto que nos ocupa en el día de hoy. Debemos procesar los 
tiempos en forma sabia porque, si bien están vinculados desde el punto de vista temporal, pueden concretarse 
en tiempos diferentes y van a requerir de la articulación entre las dos propuestas en forma adecuada. 


Como decía el señor Diputado Michelini, efectivamente estas responsabilidades dentro del Ministerio de 
Educación y Cultura generan una serie de dificultades, sobre todo a la hora de los compromisos 
internacionales, en los que el Ministro tiene que generar cuatro contrapartes a nivel regional o internacional 
en educación, cultura, ciencia y tecnología y justicia. Si bien esto plantea ciertas complejidades operativas, el 
Ministerio está organizado en Direcciones Nacionales que acompañan al Ministro o asumen las 
responsabilidades correspondientes. Tal vez no sea el argumento central que está detrás de la propuesta, si se 
asumen dificultades operativas. 


Con relación al planteamiento del señor Diputado Cersósimo, no tenemos información sobre la propuesta del 
Senador Pasquet con relación a un nuevo estatuto para el Ministerio Público y Fiscal. Una de las preguntas 
que se hace es si sería conveniente promover la autonomización orgánica de algunas de las dependencias del 
Poder Ejecutivo que hoy participan en el sistema de Justicia. Nos referimos explícitamente al Ministerio 
Público y Fiscal, entre otros. En un pasaje del texto mencionamos que, vinculado a la propuesta de una nueva 
institucionalidad, se entendería que en el nuevo órgano a crear, en la nueva formulación para la organización 
de las responsabilidades de Justicia en manos del Poder Ejecutivo, no debería ser el órgano central el 
Ministerio de Educación y Cultura. Dentro de esta Cartera, solamente entre el 42% y el 45% de los salarios 
del Ministerio están destinados a las distintas Unidades vinculadas con el sistema de Justicia. 


Finalmente, como señalaba la señora Presidenta, la propuesta deja claramente de lado cualquier tipo de 
modificación constitucional, en particular que afecte a la Suprema Corte de Justicia. El único tema que 
merece un análisis y una definición es el que hace a las Defensorías de Oficio, que es uno de los puntos de 
reflexión y debate que pretendemos recorrer. 


SEÑORA BLANCO.- En cuanto al primer punto que planteó el señor Diputado Michelini, creo que sí 
existen dos bibliotecas para los juristas. Al margen de eso, el numeral 6” del artículo 239 refiere a la 
designación de los Defensores, de la misma manera que refiere a la designación de los Jueces de Paz. 
Una de las lecturas tradicionales que se ha hecho del numeral 6” del artículo 239 es por la teoría de los 
poderes implícitos, es decir, que la designación también implica la remoción. La remoción tiene una 
formulación amplia en el artículo 239 y podría generar todo un debate. 


Más allá de la eventualidad, para quien entendiera que los poderes implícitos del numeral 6* implican 
designación, superintendencia correctiva y, eventualmente, llegar al máximo grado de la remoción, sin duda 


implicaría una reforma constitucional. El documento parte de la base de que esa referencia general de 
constituyente a la designación conlleva los otros poderes implícitos. Sin perjuicio de eso, si se tomara una 
interpretación más estricta amparada sobre el nombramiento de los Defensores de Oficio, de los defensores 
públicos, se podría generar un régimen un poco endeble. 


Esas son razones de conveniencia en cuanto a perfilar un régimen que pudiera ser mixto: que la designación 
fuera competencia de la Suprema Corte de Justicia el contralor, superintendencia, poderes disciplinarios y 
demás, para caer luego en una remoción que en la formulación del artículo 239 abarca a todos los 
funcionarios judiciales. 


Reitero, creo que el documento parte de la base de una lectura del artículo 239 un poco más comprensiva. Por 
eso es que podemos agregar que la hipótesis planteada eventualmente, si hubiera una lectura diferente del 
numeral 67) sí implicaría una reforma constitucional. 


Lo que sí es claro y acá me adelanto a la otra respuesta es que lo que está fuera de debate o análisis es una 
reforma de las competencias que asigna el artículo 239. Este artículo establece competencias que son 
jurisdiccionales a la Suprema Corte de Justicia y otras que hacen a su competencia como jerarca 
administrativo: ese régimen dual que tiene el Poder Judicial de independencia estricta de cada uno de sus 
agentes y, a la vez, con un sistema orgánico y jerarquizado. No; no se plantea ninguna modificación en 
ninguna de las competencias ni la superintendencia administrativa ni correctiva ni económica que el 
constituyente dio en el artículo 239 a la Suprema Corte, en esa visión estricta de separación de Poderes. 


En cuanto al estatuto, es cierto que el proyecto de reforma del proceso penal lo deja abierto. Indudablemente, 
es materia legal que puede perfectamente independizarse. También es cierto que el proyecto al menos en la 
versión que nos ha llegado formalmente al Ministerio reproduce algo que sí está en el decreto-ley y que 
refiere a la autonomía técnica. Ese sí es un debate que quizás pueda plantearse necesariamente, dentro o fuera 
de una reforma procesal penal, porque los agentes del Ministerio Público que están tutelados también son 
quienes actúan en otra materia, como civil o familia, fuera de lo que es el Ministerio Fiscal, que tiene un 
estatuto diferente, donde la autonomía técnica rige de otra manera y donde se habilita a que se impartan 
directivas 


Me parece que vale la pena aclarar que el documento, en este sentido, parte de la base de que el principio de 
autonomía técnica que se consagra para el Ministerio Público es de rango legal y no constitucional. Entonces, 
vienen algunos de los giros a considerar. Cuando se habla de la autonomía técnica de los distintos agentes 
creo que el Ministro lo marcó al inicio, cuando se habla de los estatutos, se señala que son de fuente diversa, 
y el documento específicamente ubica la temática de la autonomía técnica del Ministerio Público, dentro de 
los agentes que participan, en una órbita de consideración legal y no constitucional, por lo cual es un debate 
que eventualmente puede insertarse dentro del estatuto del Ministerio Público y Fiscal. Y el proyecto que 
ustedes tienen a estudio, en ese sentido de reforma del proceso penal, reitera un régimen de autonomía 
técnica, o sea, reproduce el régimen establecido en el decreto orgánico del Ministerio Público y Fiscal, que 
todos sabemos es de vieja data. Como señalábamos al inicio, indudablemente, en la estructura orgánica de 
hoy, el Ministerio Público, desde el punto de vista administrativo, depende del Ministerio de Educación y 
Cultura. Esa es la realidad institucional que tenemos hoy. Por lo tanto, si se aborda una reforma, la 
responsabilidad está dentro de la órbita del Ministerio de Educación y Cultura. Y varias veces lo hemos 
planteado, no solo por el desfase en el tiempo que tiene el estatuto del Ministerio Público y Fiscal, que con 
independencia de la reforma del proceso penal creo que el desfase es en todas las materias ha generado 
muchas dudas de interpretación y, principalmente en lo que hace al ámbito disciplinario de los señores 
integrantes del Ministerio Público y Fiscal que tiene consagraciones de la época en que se sancionó, tiene una 
formulación que yo identifico o defino como formulación en espejo con el estatuto de los Jueces que, según 
mi opinión técnica, debería abordarse necesariamente, porque luego genera una serie de inconvenientes 
interpretativos y no necesariamente esa elaboración en espejo entre un estatuto de magistrado y un 
magistrado del Ministerio Público y Fiscal. Es decir que me refiero a una adecuación necesaria a las 
funciones de cada uno. 


Así que, sin duda, en la estructura actual, la responsabilidad desde el punto de vista administrativo está en la 
órbita del Ministerio de Educación y Cultura. Se ha trabajado ya hace un tiempo sobre esa reforma y uno de 
los debes es abordar el estatuto del Ministerio Público y Fiscal. 


La segunda pregunta refiere un poco más a derecho comparado o a lo que yo le señalo al Ministro como una 
especie e esquizofrenia, cuando tiene que ir al MERCOSUR y cambiar el chip a Justicia. Sin duda, en los 
foros internacionales en los cuales el Ministerio de Educación y Cultura comparece por lo que son funciones 
propias de Justicia del Poder Ejecutivo, ese desfase es real. La forma de organización depende de muchos 
factores. En términos generales, podemos decir que en esos foros internacionales, tanto a nivel regional como 
iberoamericano, donde el Ministerio participa permanentemente, nuestros referentes, en un porcentaje 
elevado, son Ministerios de Justicia que tienen en su cartera de competencia diversas áreas. Dependiendo del 
ordenamiento constitucional de cada uno, aquellas competencias administrativas, económicas o de 
designación están en la órbita de Ministerios de Justicia o de Consejos de la Judicatura. Ese contenido es 
impensable para nosotros, con el artículo 239 vigente. También hay Ministerios de Justicia que abordan 
registros; están los que tienen sistema carcelario. Hubo un período en el cual las competencias de seguridad 
comenzaron a colocarse dentro de los Ministerios de Justicia; luego, se escindieron. El derecho comparado 
muestra básicamente como referente orgánico un Ministerio que desde el punto de vista de sus contenidos 
engloba competencias de Justicia dentro de la órbita del Ejecutivo, pero reitero que los contenidos dependen 
mucho del ordenamiento constitucional y de las distintas realidades políticas. Entonces, es verdad que 
nuestros referentes mayoritarios son Ministerios de Justicia. También nos sucede muchas veces en el 
MERCOSUR que comparecen conjuntamente Ministerios de Educación y Ministerios del Interior, porque 
hay Ministerios de Justicia que asumen competencias de lo que nosotros concebimos en la órbita del 
Ministerio del Interior. 


Como dijo el señor Ministro, nosotros desconocemos ese proyecto que formula una reforma del estatuto del 
Ministerio Público y Fiscal. Indudablemente, sería bueno que el Ministerio estuviera al tanto de su contenido. 


Respecto al debate sobre la ubicación institucional del Ministerio Público, reitero que desconozco su 
contenido. No sé si la ubicación institucional del Ministerio Público en ese estatuto proyectado ya está 
resuelta. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Nosotros hicimos referencia al proyecto del señor Senador Pasquet que 
específicamente determina la naturaleza jurídica del Servicio Descentralizado, pero también 
compartimos la opinión del señor Diputado Michelini. Nos parece sumamente importante conocer la 
opinión del señor Ministro respecto al proyecto que se remitió por parte del Poder Ejecutivo al 
Parlamento, relacionado con la reforma del Código del Proceso Penal, que introduce importantes 
cambios en el régimen pasando del inquisitivo al acusatorio y expone una posición determinada según 
la cual el Ministerio Público no puede estar en la órbita del Poder Ejecutivo. Es decir que da una 
solución institucional a medias porque dice que no puede estar en la órbita del Poder Ejecutivo. 


Entonces, queremos conocer la opinión del Ministerio de Educación y Cultura al respecto, porque estamos 
hablando nada menos que del Ministerio Público, que va a ser fundamental en el cambio de régimen. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Este es un tema de gran relevancia y un debate 
que está implícito en el documento que presentamos. El tema no está resuelto. La pregunta es si nos 
inclinamos por un organismo desconcentrado, con un grado de autonomía a definir, para Ministerio 
Público, o estaría integrado en una nueva estructura de un Ministerio de Asuntos Jurídicos. Este es de 
los temas que figuran como de debate, respecto al cual sabemos que hay propuestas diferentes. 


El documento presentado, si bien deja el tema totalmente abierto, invitando a la discusión y a la reflexión, 
tiene un sesgo marcado hacia lo que podría ser la creación de un nuevo Ministerio que pueda asumir este 
conjunto de competencias. Sin embargo, es un tema que queda abierto. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- En este planteo sí queda abierto y están invitando al debate y, con mucho 
gusto, es el debate lo que estamos dando; inclusive, estamos ansiosos por recibir las consultas y 
opiniones técnicas que dice el documento están recabando para que las podamos compartir 
interinstitucionalmente, a fin de llegar a conclusiones de amplio consenso en la reforma de la Justicia, 
pero esto, sin duda, está atado con planteos como el de la reforma del Código del Proceso Penal, que 
viene del Poder Ejecutivo con una postura determinada respecto al Ministerio Público. En el proyecto 
de reforma del Código del Proceso Penal, ¿qué fue lo que planteó el Poder Ejecutivo respecto a la 
ubicación institucional del Ministerio Público? 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- En el proyecto de ley de reforma del Código 
del Proceso Penal que nosotros vimos no hay un planteo en ese sentido. El tema está abierto. 


SEÑOR ORRICO.- Quiero dejar constancia de que siempre me asombró más allá de la discusión 
conceptual el hecho de que en un país donde se supone que la Justicia es alguien que acusa, alguien que 
defiende y alguien que no es ni uno ni otro, que es el que decide, los Defensores de Oficio siempre 
hayan ganado mucho menos que los Fiscales y los Jueces. Los abogados defensores siempre pensamos 
que llegamos a los Juzgados perdiendo 2 a 1: tenemos al Fiscal y al Juez que están hablando, mientras 
nosotros estamos afuera, sin poder entrar. Esto es algo que comento recurrentemente, así que no lo 
tomen muy en cuenta. 


Me parece que con respecto a los Fiscales hay una concepción previa como la de que pertenecen al Poder 
Ejecutivo. Así ha sido siempre. Entonces, lo que hay que hacer es abrir la discusión para ver qué vamos a 
hacer con los Fiscales, y no tiene por qué haber una posición previa del Poder Ejecutivo frente a eso, 
precisamente, porque el tema está abierto. 


Al respecto hay gente que ha planteado que los Fiscales tendrían que tener un estatuto similar al que pueden 
tener, por ejemplo, los Jueces, así como un sistema de designación muy especial y todo lo demás. Creo que 
más allá de todo eso, hay bastante consenso por lo menos en los operadores del derecho en cuanto a que este 
sistema, así como está, no es el mejor. Además, parecería ser que cuando hoy hablamos del Poder Ejecutivo, 
nos referimos al Ministerio de Educación y Cultura, y cuando vemos las competencias que el Ministerio 
tiene, nos encontramos con una especie de cajón de turco donde pasa todo. Y eso crea dificultades porque 
impide la especialización. 


Yo no quiero hacer ninguna pregunta, sino plantear esto, que es una discusión abierta. Discutamos cómo 
vamos a actuar con los Fiscales, sobre todo teniendo en cuenta que el papel del Fiscal, dentro del proceso 
penal fundamentalmente, va a cambiar radicalmente que en esto sí me parece que hay un consenso bastante 
grande al igual que el del Juez, en la medida en que se acabó el Juez que hace las preguntas, decide, procesa 
y condena. Me parece que es la forma de ubicar la discusión. 


Por último, un chascarrillo para la doctora Blanco: no es que nosotros digamos que nunca hay dos 
bibliotecas, sino que, en general, no las hay, y cuando las hay, muchas veces, obedecen a ignorancia, mala fe 
o una combinación de ambas que es explosiva. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que el Poder Ejecutivo, a través del señor Ministro de Educación y 
Cultura, ha sido muy claro. El proyecto de ley que reforma el Código del Proceso Penal que está en el 
ámbito de la Cámara de Senadores modifica sustancialmente el papel y función del Ministerio Público 
con relación a ese particular proceso, pero no da una solución diferente, nueva, distinta a la actual. Y 
creo que es parte del problema que vamos a enfrentar: podremos dejar todo como está; podremos 
tener iniciativas dando al Ministerio Público una ubicación institucional novedosa en la historia del 
país o intentar como parece razonable ubicar los cometidos de Justicia que están involucrados en el 
Poder Ejecutivo en una Cartera nueva, que sería un Ministerio de Asuntos Jurídicos y de Derechos 
Humanos. naturalmente, siempre y cuando nos planteemos reformar la Constitución, porque los 
Fiscales están asignados para su designación por el numeral 13) del artículo 168 de la Constitución de 
la República, que habla de la designación al Fiscal de Corte y a los demás Fiscales Letrados de la 
República, con venia de la Cámara de Senadores. 


Entonces, desde ese marco, me parece que la doctora Blanco ha sido muy clara. La independencia del Poder 
Judicial es una cosa; la autonomía técnica del Ministerio Público es de carácter legal y habría que discutir, 
porque algunas de las cosas en las que hay problemas con el accionar del sistema de Justicia es que a veces 
un Fiscal no acusa porque piensa que 10 gramos puede ser para autoconsumo y otro piensa que es para 
tráfico. 


De todas formas, si se aprueba el nuevo Código del Proceso Penal porque en este país hubo un Código del 
Proceso Penal aprobado cuya vigencia fue suspendida durante años y, luego, se derogó una ley que nunca 
tuvo vigencia tal como está en el proyecto enviado por el Poder Ejecutivo, el Ministerio Público tiene un 
papel importantísimo, mucho más significativo del que tiene ahora porque, en la legislación proyectada, es el 


que va a hacer la prueba, mientras que hoy la prueba la hace el Juez, por instructiva. Y mantiene el nivel 
acusatorio porque hoy el Fiscal, para acusar o no, recibe el expediente y las pruebas del Juez. En lo 
proyectado, tal como está, lo hace y después acusa. Todavía tiene, exponencialmente, los poderes que no 
tiene ningún otro ciudadano de la República. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Precisamente, como estamos en el ámbito de la discusión y del intercambio de 
opiniones, puedo decir que, sin duda, este tema está atado a la gran reforma del Código del 
Procedimiento Penal. Por supuesto, recogimos las opiniones, hicimos las preguntas y tuvimos la 
respuesta del señor Ministro en el sentido de que no hay definición ministerial en cuanto a la posición 
orgánica del Ministerio Público y Fiscal, pero nosotros entendemos, por el proyecto enviado por el 
Poder Ejecutivo que no está a consideración de la Cámara de Diputados sino de la Cámara de 
Senadores, que vamos a estudiar y luego enviaremos al señor Ministro nuestras conclusiones sobre el 
tema, que de acuerdo con la estructura que se le da al procedimiento penal no es aconsejable que el 
Ministerio Público y Fiscal, dado el protagonismo que va a tomar en el futuro proceso penal planteado 
y proyectado, esté en la órbita del Poder Ejecutivo sino que debe tener una amplia autonomía como, 
por ejemplo, la de un Servicio Descentralizado. 


Hice referencia al proyecto de ley no importa si lo conocen o no a los efectos de preguntar cuál es la postura 
del Ministerio en ese sentido. Reitero, el Ministro acaba de decir que el tema está abierto, que no hay 
posición del Poder Ejecutivo, pero nosotros entendemos que en el proyecto del Código del Proceso Penal ya 
hay determinada posición tomada en cuanto a la ubicación orgánica del Ministerio Público y Fiscal. Esto está 
estrechamente relacionado lo acaba de mencionar el señor Ministro con la reforma de la justicia que 
comenzamos a tratar creo que es la primera vez que debatimos este tema, que vino incluida en el proyecto de 
ley de Rendición de Cuentas y que fue desglosada para tener un tratamiento aparte, específico y 
especializado. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Con relación a la última intervención del señor 
Diputado Cersósimo, quería hacer algunas precisiones. El Ministerio de Educación y Cultura sí tiene 
una definición con relación a este tema. Frente a la aprobación del proyecto de ley de un nuevo Código 
del Proceso Penal, el Ministerio de Educación y Cultura asumirá las responsabilidades que 
correspondan con el Ministerio Público y Fiscal, dentro del Ministerio de Educación y Cultura. En el 
proyecto de ley no hay ninguna mención a una inserción institucional diferente, por lo cual 
corresponde que el Ministerio haga todas las previsiones necesarias y esté atento a las condiciones de 
aprobación del proyecto de ley. Yo señalaba que eso va a tener consecuencias presupuestales y 
consecuencias importantes en lo que tiene que ver con la formación de los Fiscales. Ahora: sí es cierto 
que este tema está fuertemente vinculado al de la discusión de una nueva institucionalidad, para lo que 
es la responsabilidad de justicia en manos del Poder Ejecutivo. 


Con relación a una futura inserción del Ministerio Público y Fiscal, si hay un cambio en la forma de 
organizar y de administrar estas responsabilidades dentro del Poder Ejecutivo, ese tema estará abierto al 
debate, si bien el documento presentado diría que tiene cierto sesgo, sin dejar el tema totalmente abierto. Es 
posible que este tema de vincular una nueva inserción institucional del Ministerio Público y Fiscal con 
relación al proyecto de ley del Código del Proceso Penal sí haya sido presentado y que en el contexto de la 
discusión o de la presentación realizada por la comisión que ha trabajado en este tema se hayan mencionado 
aspectos vinculados con la inserción institucional, pero eso no está incluido en el proyecto de ley. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si les parece bien, pasaríamos a considerar el segundo punto del orden del 
día, relativo a la situación de las dependencias de la Dirección General de Registros, la reciente 
conflictividad que reitera episodios anteriores y que inquieta al conjunto de la sociedad. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Voy a introducir un resumen general y luego, si 
fuera necesario, solicitaré que brinden información adicional los dos Directores que me están 
acompañando: la Directora General de Registros, escribana Claudia Palacio, y el Director General de 
Registro de Estado Civil, el escribano Adolfo Orellano. 


Los conflictos en los dos Registros, vinculados a temas salariales, están vinculados a iniciativas de 
salarización de distintos tipos de compensaciones a partir de la recaudación de estas dos instituciones. En el 
Registro Civil, se había instalado una situación de conflicto en años anteriores que condujo a un acuerdo que 
incorpora la salarización de partidas que recibían los funcionarios a partir de la recaudación del servicio. Esos 
acuerdos, que implicaban cifras líquidas, en realidad tendrían que estar afectadas por los cambios tributarios 
que se procesaron en ese período, en particular el IRPF y el FONASA. Ese tema no fue resuelto, lo cual 
motivó una situación de diferencias con los representantes de los trabajadores. El Ministerio entendía que 
correspondía asumir el planteo con relación a la no inclusión de los descuentos por el FONASA, pero no así 
los del IRPF. Eso llevó a una larga negociación que culminó, pienso que en forma satisfactoria para las 
partes, en la Dirección Nacional de Trabajo, con la presencia de los representantes de los trabajadores, en 
particular de COFE, de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, de la Oficina Nacional del Servicio Civil y 
del Ministerio de Educación y Cultura. La resolución fue satisfactoria, donde entonces no se incluye el tema 
del IRPF; en este momento está siendo objeto de la firma de una transacción judicial, en la medida en que la 
solución va a tener cargo al crédito de Rentas Generales para juicios en los cuales esté involucrado el Estado. 
Entiendo que la solución fue satisfactoria para las dos partes, aunque la negociación fue larga y compleja. De 
manera que este tema está saldado a pesar de que no desconocemos los antecedentes con relación a los 
conflictos que han ocurrido en esa unidad. 


En la Dirección General de Registros, el tema objeto del conflicto se inicia en momentos en que se elabora la 
propuesta del Ministerio para la ley presupuestal. Se acordó, también con un conflicto en su momento a 
mediados del año pasado, salarizar partidas que recibían los funcionarios a partir de la recaudación de esa 
unidad. Entendemos que la salarización de las distintas compensaciones que reciben los funcionarios 
públicos en unidades recaudadoras es una buena política y de buena administración, por eso hemos seguido 
esa línea. 


Este acuerdo que se logró con relación a la salarización en la Dirección General de Registros va a estar 
incluido en el artículo 520 de la Ley_N* 18.719, por el cual se va a sustituir el artículo 368 de la Ley 

N? 16.736, de enero de 1996, que fija el destino de la recaudación de los servicios registrales. También hay 
pequeñas modificaciones sobre las cuales podemos entrar en detalle si a los presentes les interesa y el artículo 
concluye en facultar al Poder Ejecutivo a categorizar, como compensación al cargo e incentivo vinculado al 
cumplimiento de metas y de compromisos de gestión, sumas destinadas a los funcionarios previstas en el 
citado artículo, que destinaba ciertos porcentajes de recaudación a compensaciones salariales. 


Esta disposición estaba vinculada a la formulación y al acuerdo en cuanto a compromisos de gestión. La 
formulación y la discusión de los mismos se procesó durante varios meses del primer semestre de este año y 
la falta de acuerdo rápido en esta dirección fue lo que motivó que no se aplicaran las modificaciones que 
figuraban en el artículo mencionado de la ley presupuestal. 


A partir de los trabajos conjuntos con los representantes de los trabajadores hubo un acercamiento y una 
formulación de caminos de solución, lo cual no evitó la situación de conflicto que terminó hace poco más de 
una semana con un acuerdo, que también entendemos satisfactorio para las partes, que contempla las 
propuestas del Poder Ejecutivo que quedaron formuladas en la Ley de Presupuesto y en los reclamos de los 
trabajadores. 


Podemos dar un poco más de detalle sobre el acuerdo, si es de interés de los legisladores presentes, pero 
entendemos que este tema está cerrado, por lo menos en lo que tiene que ver con las razones que motivaron 
el conflicto. La situación en los dos Servicios se ha normalizado rápidamente y los dos Directores podrán 
informar sobre la situación actual. 


SEÑOR ORELLANO.- Voy a agregar una suerte de informe sobre cuál es la situación actual en el 
Registro de Estado Civil, luego del conflicto que nos involucró durante tres meses largos. Habida 
cuenta de la reunión final fueron tres que se celebró en la DINATRA, se llegó a un acuerdo, como lo 
mencionó el señor Ministro. Si bien fue arduo llegar a congeniar las posturas, hoy, afortunadamente, 
ese acuerdo está cerrado y con satisfacción para las partes. 


En materia de lo que es la actividad propia del Registro, hoy se desarrolla con absoluta normalidad. No se 
tuvo la afluencia masiva que se presumía podía existir respecto de las parejas con intención de inscribirse 
para celebrar sus matrimonios. En los dos días siguientes a la normalización de las funciones hubo un 


promedio de cinco parejas anotadas por Oficina lo cual hace, por turno, aproximadamente unas treinta y 
cinco o cuarenta parejas en el servicio que prestan las Oficinas de Estado Civil en la calle Sarandí. Fuera de 
ese local solamente involucran un rango similar las oficinas de Las Piedras y de Ciudad de la Costa porque el 
objetivo principal de las radicadas en los hospitales es la actuación en torno a los nacimientos y defunciones 
en lo que refiere a la maternidad. En ese sentido, no ha habido ningún tipo de circunstancia que sea menester 
destacar en función a lo que ha sido la vuelta a la normalidad de la gestión. 


SEÑORA PALACIO.- La exposición del señor Ministro resume el conflicto, pero quiero hacer algunas 
puntualizaciones. 


En agosto de 2010 hubo un conflicto que fue el que dio lugar a la solución que contenía aspiraciones 
salariales y que fue resuelto con la redacción del artículo 520 de la Ley de Presupuesto que este Parlamento 
sancionó. Allí se establece un cambio de cultura organizacional en lo que refiere al pago o a las retribuciones 
de los funcionarios. Entonces, en vez de considerar un incremento salarial, que de alguna manera era lo que 
había sido planteado inicialmente, se optó por recorrer, en acuerdo con los funcionarios, el camino del 
compromiso de gestión. Los conceptos del compromiso de gestión implican acuerdos no siempre fáciles de 
alcanzar en cuanto a la cantidad y a la calidad de trabajo y a los mecanismos de control de que eso se cumpla. 
Esa fue la negociación que se desarrolló durante 2011 ese artículo estuvo vigente a partir del 1* de enero y, 
obviamente, surgieron diferentes interpretaciones sobre los montos, las formas y los controles. 


En la última etapa, en el mes de junio, le fue planteada directamente al señor Ministro, con mucha insistencia, 
la aspiración de cobro de dicha partida, por lo que buscamos una salida formal a un pago, sin tener aprobado 
el Reglamento del Compromiso de Gestión por parte de la comisión que corresponde está establecido en el 
artículo, que está integrada por el Ministerio de Economía y Finanzas, la Oficina Nacional del Servicio Civil 
y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Ese proyecto de compromiso de gestión fue elevado a esa 
comisión y en la resolución del conflicto planteada en junio de 2011, con las gestiones que realizó el 
Ministro, se acordó la realización de un pago, tomando como contrapartida por parte de los funcionarios el 
trabajo que habían realizado y teniendo en cuenta que el proyecto de compromiso de gestión estaba vigente 
para el año 2011 y sujeto a la aprobación definitiva de esa comisión 


Podríamos ampliar en qué consistían los puntos más difíciles de esas negociaciones, pero no me parece que 
ilustren sobre el conflicto. El cambio de cultura organizacional y de la forma de trabajo, la reingeniería de los 
procesos, el establecimiento de manuales y el establecimiento de estándares no son tarea sencilla de acordar y 
solo es posible implementarlos con los funcionarios. No se puede diseñar en un escritorio y trasladarlo; es 
necesario el trabajo conjunto y en eso estamos. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Me sumo a la bienvenida al señor Ministro y a la delegación. 


Habíamos hecho las consultas al Presidente de la Comisión, señor Diputado Bayardi, y le habíamos 
presentado una nota en su momento solicitando la convocatoria al señor Ministro de Educación y Cultura ya 
que estaba pendiente su visita a este ámbito para conversar sobre estos temas en pleno proceso del conflicto. 
Pero creo que en la misma tarde en que presentamos la nota se solucionó el conflicto en la Dirección General 
de Registros y poco después en el Registro de Estado Civil. 


Es importante lo que señalaba quien hoy ejerce la Presidencia de la Comisión: ¿por qué este tema se reitera 
cada cierto tiempo? Si bien el señor Ministro acaba de decir que este es un tema cerrado y que se ha 
solucionado, nuestra preocupación es si puede garantizar que no se volverá a dar, porque hace más o menos 
un año teníamos la misma situación. Como el año que viene volveremos a tener Rendición de Cuentas, mi 
pregunta es si es un tema cerrado en forma definitiva o lo es solamente por trescientos sesenta y cinco días. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Estos dos temas están cerrados con relación a 
los motivos que determinaron las situaciones de conflicto. Sin duda, a nivel de la función pública en 
general, se requieren profundos cambios de cultura organizacional. El Poder Ejecutivo en su conjunto 
está preocupado por el fortalecimiento del Estado y por el fortalecimiento del concepto de servidor 
público. Me parece que ese es el camino que nos puede llevar en las próximas etapas a ir generando 
contextos de mejores condiciones laborales y de un servicio a la población de la mejor calidad y 
responsabilidad. 


Es difícil contestar la pregunta que se acaba de formular. Lo que puedo responder es que este Ministro va a 
estar a disposición de los señores legisladores en toda ocasión en que se planteen dificultades vinculadas con 
estos servicios y con otros. La preocupación que tiene el Ministerio, como el conjunto de dependencias del 
Poder Ejecutivo, es asegurar o crear contextos de funcionamiento y de trabajo adecuados, tanto para la 
función como para los trabajadores involucrados. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Por supuesto que no pido al señor Ministro que haga futurología. Lo que 
ocurre es que en el conflicto de la Dirección General del Registro de Estado Civil y creo que también en 
el de la Dirección General de Registros, el problema fue la falta de cumplimiento de la Administración 
en cuanto a acuerdos alcanzados con los trabajadores. Además, los funcionarios del Registro Civil 
concurrieron a la Justicia y la Administración les pidió que retiraran la denuncia porque estaban en 
condiciones de generar un nuevo ámbito de negociación para solucionar el conflicto, pero no cumplió, 
hasta ahora que se acaba de llegar a un acuerdo. En función de eso preguntaba qué podía garantizar al 
señor Ministro que esto no volviera a ocurrir. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- El cumplimiento o no de obligaciones 
contraídas por la Administración era uno de los temas que estaba presente en el contexto del conflicto; 
habían puntos de vista distintos que fueron parte del debate de los trabajos durante el conflicto. En el 
caso de la Dirección General del Registro de Estado Civil, hubo una serie de cambios de normativa. Se 
esperó, en contacto con los trabajadores, recorrer caminos que pudieran evitar el conflicto, pero no se 
pudo procesar el acuerdo que buscábamos entre las dos partes. Fue un trabajoso proceso en el que 
caben distintas interpretaciones. Nosotros no compartimos la que en algún momento se presentó del 
lado de los trabajadores, como tampoco compartimos la interpretación que es válida del señor 
Diputado. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Voy a hacer una aclaración: no soy escribano. 


Hemos trabajado con el señor Ministro en mi departamento con mucha conformidad y establecimos un buen 
vínculo de trabajo en conjunto que buen resultado le ha dado a los intereses del país. 


En este tema conflictivo, queremos plantear una preocupación al señor Ministro para que la lleve, la estudie y 
nos informe. Según la información de los técnicos registrales, hay una cierta fricción con la Dirección 
General. Esa información nos ha llegado por distintas vías. El señor Ministro oportunamente va a ser 
informado de esto, por lo que le solicitamos que nos dé alguna información al respecto. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Tomo nota de la preocupación que trasmite el 
señor Diputado. Quiero señalar que el Ministro recibe a las delegaciones de los representantes de los 
trabajadores; creo que son ocho sindicatos. Seguimos con atención las distintas preocupaciones que 
surgen normalmente en las distintas dependencias con relación a las problemáticas nuevas que se van 
presentando. 


SEÑOR MICHELINI.- Queremos dejar constancia de que el Ministerio de Educación y Cultura ha 
resuelto estos dos conflictos, que son de enorme complejidad y tocan nervios sensibles en la sociedad, 
tanto en la realización de los matrimonios de la Dirección General de Registro de Estado Civil como en 
lo que tiene que ver con la actividad económico-notarial de la Dirección General de Registros. En ese 
sentido, la complejidad de ocho sindicatos y la propia complejidad de los cometidos del Ministerio 
demuestran que ha habido un seguimiento y los conflictos se han resuelto satisfactoriamente. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Quiero dejar constancia de que más allá de que el Ministerio ha 
resuelto los conflictos, ha habido una situación conflictiva en la Dirección General de Registros y es un 
tema pendiente a resolver. Sería bueno que este tema se abordara de manera tal como planteaba el 
señor Diputado Cantero Piali de que los conflictos no se reiteraran año a año, sino que se pudiera 
llegar a un acuerdo a largo plazo. La información que tenemos es que hay dificultades de 
relacionamiento entre el gremio y la Directora. Esto no significa calificar nada; simplemente, 
constatamos un hecho. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ingresamos al último punto del orden del día relativo al proyecto 
presentado por el señor Diputado Iturralde Viñas respecto a la facultad de que los escribanos públicos 
puedan celebrar matrimonios civiles. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Hemos estudiado en detalle la propuesta 
presentada. Este proyecto presenta modificaciones con relación al artículo 83 del Código Civil, que 
establece la obligatoriedad del matrimonio civil. Las modificaciones se centran en el planteo del 
establecimiento a nivel optativo para los usuarios de la celebración del matrimonio por parte de 
oficiales del Servicio Civil o por parte de escribanos públicos, sin más indicaciones. Se incluye una 
extensión de las obligaciones propias de los Oficiales del Registro Civil a los escribanos como oficiantes 
de matrimonio, con la exigencia y formalización del mismo en escritura pública, con un plazo de cinco 
días para comunicar a la Dirección General de Registro de Estado Civil. 


No consideramos adecuada la propuesta. No compartimos la propuesta por razones que se van a resumir a 
continuación. 


SEÑOR ORELLANO.- El proyecto de ley presentado por el señor Diputado Iturralde Viñas resulta tal 
vez suene muy fuerte empezar con una opinión de este estilo para después desmenuzarla inconveniente 
y tiene insuficiencias en cuanto a las modificaciones que plantea el sistema. 


De acuerdo con la normativa vigente, la Dirección General de Registro de Estado Civil tiene cuatro áreas de 
funcionamiento que son: nacimientos, matrimonios, defunciones y reconocimientos. Dentro de las funciones 
esenciales que este Registro tiene en cuanto a servicio público, está la de verificar y generar la prueba de los 
distintos actos y hechos del Estado Civil que son los que mencioné y, sustantivamente, la de conservar la 
documentación, a los efectos de la expedición de los testimonios que servirán de prueba a esos Estados 
Civiles, conforme lo indica el Código Civil en los artículos 40 y siguientes. 


Una de las garantías que ha tenido este sistema desde el inicio hablo desde el año 1879 por la concentración 
de funciones que realizó el Registro Civil en la verificación y generación de los distintos actos y hechos es 
que haya sido una suerte de parangón de seguridad jurídica para los distintas sistemas de Latinoamérica en 
cuanto a la generación de derecho comparado. Una de las características fundamentales de esta garantía a la 
que hacía referencia no solo es la seguridad jurídica por el hecho de la determinación centralizada en cuanto a 
las políticas de gestión y a las normativas que a nivel reglamentario la Dirección General del Registro de 
Estado Civil puede determinar, vía circular, en función de la normativa vigente, sino la posibilidad de 
garantizar un acceso equitativo al cumplimiento de esos servicios por todos los individuos que conforman los 
estratos sociales. 


Entonces, una de las primeras críticas que se realiza es que el proyecto de ley refiere solo a un servicio 
público que presta la Dirección General del Registro de Estado Civil, que es el matrimonio, pero deja afuera 
a los nacimientos, las defunciones y los reconocimientos. Además, al brindar a los escribanos públicos la 
posibilidad de celebrar ceremonias de matrimonio, se está estableciendo a nivel condicional, pero se podría 
suponer, una reducción en los controles y las garantías. 


¿Por qué digo esto? El proyecto de ley establece que los escribanos pasarían a ser Oficiales de Estado Civil y 
dispone que estarán obligados a cumplir con las exigencias formales y de publicidad establecidas en las 
normas vigentes. Me refiero a la ley orgánica notarial que data de una época correlativa a la ley madre de la 
Dirección General de Registro de Estado Civil y a su correlato reglamentario actualizado permanentemente 
por el Reglamento Notarial, vía acordada de la Suprema Corte de Justicia. Además, esto ha sido producto de 
distintas manifestaciones doctrinarias, entre las cuales el escribano Rufino Larraud se manifiesta con una de 
sus posturas sustantivas. El escribano Larraud dice que aun cuando el ejercicio privado de su misión, en 
cuanto agente, no está sujeto a jerarquía funcional de especie alguna. 


Eso coloca esta circunstancia en una posibilidad no solo difícil, sino y me hago cargo de la terminología que 
empleo peligrosa, porque el Oficial del Estado Civil es quien tiene que llevar a la práctica las distintas 
actividades mediante la aplicación de la normativa que regula la instrumentación del Estado Civil. No 
olvidemos que a pesar de que el Estado Civil tiene una consagración específica dentro del texto 
constitucional, por expresa consecuencia de lo establecido en los artículos 72 y 332 lo que se conoce 


doctrinariamente como la posición "¡usnaturalista" del Derecho Constitucional uruguayo, se permite 
considerar al Estado Civil como lo que es: un derecho individual, en función de las circunstancias que 
implica en cuanto al ejercicio de los derechos y obligaciones que se derivan de él. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- No comprendí. 


SEÑOR ORELLANO.- Estamos hablando de que los derechos y obligaciones que derivan del ejercicio 
del Estado Civil redundan en los distintos derechos que individualmente o sustancialmente tienen las 
personas; por citar alguno, la filiación. 


Entonces, resulta claro que el Oficial de Estado Civil, que es funcionario del Registro está sujeto al control 
que realizan los inspectores del cumplimiento eficaz y completo de las normas que se dictan, no solo legales 
sino reglamentarias, a través de la inspección de las distintas actas del cumplimiento de las formalidades. Eso 
implica que ante un eventual incumplimiento de un funcionario del Estado, que está sometido a su control, la 
Superintendencia que técnica y formalmente tiene la Dirección General del Registro de Estado Civil sobre 
esa actividad, puede llegar a establecer una sanción, si es que ello constituye una falta grave. 


El tema de la Superintendencia técnica y formal que la Dirección tiene sobre la actividad que vincula al 
Estado Civil no es menor, porque implica que, circular mediante, puede establecer criterios de interpretación 
de determinado tipo de situaciones en cuanto a la forma no ya de registrar, sino de cómo actuar respecto del 
Registro. 


¿Qué pasa en esta circunstancia? No voy a entrar al hecho de si esto es una función propia notarial porque el 
Oficial de Estado Civil, cuando hace una intervención de este estilo, la hace pública y no es una fe pública 
diferente a la fe pública que puede dar cualquier funcionario del Estado, conforme con lo que dice el Decreto 
N* 500. ¿Es una función propia notarial o es una función que se podría derivar y llevarla a un plano notarial, 
valiéndose de que el escribano es un fedatario público? 


Otra pregunta que se plantea es cómo hace la Dirección General de Registro de Estado Civil para dar 
indicaciones a un escribano me tocan las generales de la ley y exigir su cumplimiento, cuando es un 
funcionario en el sentido amplio del término, no en el estricto que está exento de supeditarse de toda relación 
de jerarquía funcional? 


Lo dice el propio Reglamento Notarial cuando establece entre las incompatibilidades para ser escribano que 
no se puede ser ni integrante del Clero ni de las Fuerzas Armadas, porque están sometidos a obediencia 
debida, y aquí el escribano tendría que estar sometido a la obediencia del cumplimiento de las indicaciones 
que reglamentariamente la Dirección General de Registro de Estado Civil plantee, como hace habitualmente. 
Entonces, por el propio Reglamento Notarial, la función de control de la gestión de los escribanos públicos 
corresponde a la Suprema Corte de Justicia, pero en el proyecto de ley nada se dice respecto al control que 
debería tener la Dirección General de Registro de Estado Civil de esa actividad, cuando ontológicamente, 
desde el punto de vista de la finalidad misma de la gestión, le corresponde a dicha Dirección y no a la 
Suprema Corte. 


Además y yendo a un plano práctico, una de las formas de realizar los controles es a través de inspección de 
los Registros. El Reglamento Notarial, en su artículo 106, establece especificamente que los Registros 
públicos son reservados y que esa inspección solamente la pueden realizar, entre otros, los miembros del 
Poder Judicial. O sea que debería establecerse una modificación en ese sentido que habilitara legalmente la 
facultad de inspección de la Dirección General de Registro de Estado Civil de esos Registros. ¿Podría el 
escribano igualmente extender la inspección? Sí, porque el Reglamento Notarial dice que la exhibición la 
realizará el propio escribano y, en su artículo 108 expresa: "[...] y su concesión queda librada al racional y 
prudente arbitrio del Escribano". 


Y para colmo, en esta circunstancia me refiero a la inconveniencia que plantea esta situación, el artículo 112 
dice: "Los archivos de Registros Notariales estarán bajo la superintendencia de la Suprema Corte de Justicia, 
la que reglamentará su organización y funcionamiento". Dentro de esa organización está la inspección. 
Entonces, en todo esto, la Dirección General de Registro de Estado Civil está exenta, en el proyecto 
presentado no hay texto que lo indique y no existe la posibilidad de presumir que la inspección se pueda 
realizar realmente de forma correcta. Entonces, ¿deberíamos pedir la inspección a través de la Suprema Corte 


de Justicia? Nos sería lo lógico. Ya tenemos suficientes problemas con la Suprema Corte de Justicia a raíz de 
que los Jueces de Paz, en el interior del país, ejercen la doble condición de agente de justicia y Oficial del 
Estado Civil. Por lo tanto, no creo que la Suprema Corte de Justicia esté en condiciones de aceptar una cosa 
por el estilo ni que la admita. En consecuencia, ¿qué deberíamos hacer frente a la negativa del escribano a 
exhibir sus registros? ¿Presentarnos judicialmente? El Reglamento Notarial expresa que hay que presentarse 
ante la Suprema Corte de Justicia la que, con audiencia del escribano, determinará si eso actúa o no. 
Entonces, estamos ante un Registro que constituye una base de datos pública cuya administración, por 
tratarse de datos sensibles, la propia Ley de Protección de Datos Personales y Acción de "Habeas Data" dice 
que están fuera del alcance de la ley, o sea que son protegibles en un 100%. Esa responsabilidad la tiene la 
Dirección General del Registro de Estado Civil y tenemos una base de datos en manos de un escribano que es 
particular y que estaría, en principio, presumiblemente, exento de la facultad de control de dicha Dirección. 
Este es un elemento que para mí es sustantivo en cuanto a la inconveniencia de este proyecto. 


En la exposición de motivos se establece que uno de los elementos que permitirían este proyecto sería "el 
grado de intimidad y familiaridad que una ceremonia de este tipo requiere" y se refiere a la posibilidad de 
ajustarla si las circunstancias obligan a ello. Funcionalmente, el escribano está obligado a un deber de 
imparcialidad, por lo que hablar de grado de intimidad, mayor familiaridad, libertad de ajustar la ceremonia, 
en principio, parecería que son elementos que podrían afectar o no estar dentro de este concepto de 
imparcialidad, que no implica que el escribano no lo pueda hacer. 


Otro de los temas que nos parecen resaltables es que estamos hablando de que, como toda actuación notarial, 
va a tener un costo. Del proyecto de ley no surge ningún aspecto específico al respecto; correspondería la 
aplicación e un honorario mínimo. Esto acercaría el costo de la actividad al que tienen los matrimonios a 
domicilio hoy en día. De esta forma, este tema se agrega como un elemento más al anterior en cuanto a la 
desnaturalización que se estaría haciendo de la prestación del servicio que realiza el Registro de Estado Civil. 
Yo creo que sería más lógico que se estableciera que esta actividad tuviera un costo que la hiciera compatible 
con un servicio público, como es el que se está prestando, y garantizara el acceso a todas las personas, porque 
cuantitativamente, en una relación de 1 a 10, matrimonios comunes, con matrimonios a domicilio que es lo 
que se estaría asemejando al matrimonio notarial, hay una relación de 8 a 2, es decir, hay 2 matrimonios a 
domicilio cada 8 matrimonios en la oficina. Entonces, desde mi punto de vista, el costo estaría limitando a 
una franja de la población que no estaría materialmente en condiciones de acceder a algo que se pretende 
establecer como una solución frente a una situación que nos tocó vivir, porque el proyecto se presenta a 
continuación en el Registro. 


Además, esta delegación que se hace a los escribanos estaría abriendo el juego nuevamente a una situación 
similar a la que se daba previamente a la conformación del Registro de Estado Civil, con los registros 
parroquiales, eclesiales y todo lo demás. Es decir que se estarían descentralizando los criterios a aplicar, lo 
cual sería ampliamente peligroso. 


Asimismo, hay una serie de insuficiencias que el proyecto propone y que serían planteadas a título de duda, y 
algunas son una consecuencia de lo que planteamos. Por ejemplo, al inicio dijimos que uno de los cometidos 
esenciales de la Dirección General de Registro de Estado Civil es la conservación de la documentación. En 
este caso, el mecanismo que plantea el proyecto es la escritura pública; ni siquiera un acta; la escritura 
pública, o sea, el registro del protocolo. El testimonio o la copia que traslada el escribano a la parte es una 
primera copia de escritura pública. Entonces, el original, la matriz, va a quedar siempre en el registro de 
protocolo, que queda en poder del escribano hasta que se jubila o fallece y, de ahí, pasa a la Suprema Corte 
de Justicia. Por ende, el Registro de Estado Civil no se convierte nunca en depositario de esos registros y, en 
consecuencia, no va a poder cumplir con una de sus obligaciones legales, que es la de conservar. 


Frente a esto, el proyecto no dice cómo se va a manejar la situación respecto de la expedición de las copias. 
El artículo 226 del Reglamento Notarial dice: "Los Escribanos no pueden expedir para la misma parte o 
persona, segunda o ulterior copia de las escrituras, sin previo mandato judicial". O sea que después que 
expide la primera, la segunda se puede expedir sin mandato judicial si está inscripto y si no lo está, tiene que 
pedir mandato judicial. Entonces, en este caso estaríamos dejando colgada una posibilidad de que cada vez 
que se precise una copia extra, habría que pedir un mandato judicial. Esta no parece ser la solución que 
propone el proyecto porque sería demasiado ilógica, pero aún así, habría que dar una solución a cuál es el 
valor que se da a la primera copia en la comunicación, porque eso nos llevaría a tener que cambiar el sistema 
de libros y, para eso, necesitamos norma legal que lo ordene. Hoy tenemos libros foliados, cosidos y esto nos 


llevaría a generar un libro por agregación y dar un valor de matriz a la copia que se trasladó, lo cual el 
proyecto no hace. 


Con respecto al plazo de presentación, el proyecto establece un término de cinco días hábiles. En lo personal 
creo que es un plazo excesivo. Ustedes me dirán que se podría arreglar rebajándolo, pero ¿por qué digo que 
este plazo es excesivo? Porque deja colgadas dos cosas importantes. No determina el valor que tiene la 
comunicación, qué tipo de publicidad es. Todo haría presumir que es declarativo porque, de lo contrario, no 
sería lógico compatibilizar este proyecto con el principio general que el artículo 1574 del Código Civil 
redunda en cuanto a la validez de los instrumentos públicos, que hacen fe de su fecha y contenido en cuanto a 
la actuación de un funcionario competente en el ejercicio de su función. 


(Diálogos) 


En la hipoteca hablamos de derechos de contenido económico y acá estamos hablando de derechos 
individuales. Me parece que son cosas que están en dos planos absolutamente distintos, que no tienen ni un 
solo punto de compatibilidad. 


Entonces, las preguntas que quedan son las siguientes. ¿Qué sucede si, una vez celebrado el matrimonio, 
alguno de los cónyuges fallece antes de la comunicación, el escribano comunica fuera del plazo o 
directamente no comunica? Todo haría presumir que la inscripción tiene un contenido declarativo porque 
estaríamos violentando un derecho demasiado importante, pero el problema es que si bien podría no llegar a 
atacarse la validez, sí estaríamos tendiendo a no tener un texto expreso que permita aplicar una sanción que 
es la del incumplimiento de las pautas formales que el escribano hará, cuando en el propio proyecto se dice 
que el escribano deberá cumplir con todas las pautas formales. 


Con respecto al expediente informativo, el procedimiento natural que realiza una pareja a los efectos de 
obtener su matrimonio es presentarse ante el Oficial de Estado Civil por indicación y aplicación de lo 
establecido en el artículo 92 del Código Civil, ante lo cual se debe abrir un expediente informativo en el cual 
no solamente quedarán estampados los datos de las partes, sino el continente para ingresar las observaciones 
u objeciones que, conforme al artículo 91 o 105 y siguientes, pudieran establecerse. En ese caso, el 
expediente informativo queda siempre en poder del Registro de Estado Civil porque no es poco usual que 
Juzgados o usuarios pidan testimonio del expediente a los efectos de dirimir un error en una partida o 
simplemente que el Juzgado solicite esa información como medida de mejor proveer a los efectos de dictar su 
sentencia en una rectificación de partida. 


El proyecto establece que el escribano será responsable de tramitar el expediente informativo previo, pero no 
dice qué hacer con él ni cómo presentarlo, porque nosotros tenemos que tener fehaciencia de ese expediente. 


Y hay una cuestión instrumental que si bien no surge específicamente como una obligación ineludible desde 
el punto de vista legal, sí es una cuestión usual y hasta de conveniencia en el sentido que hace a la protección 
de los derechos de los menores. La Ley_N* 12.689, de legitimación por subsiguiente matrimonio, indica que 
el legitimado, frente al matrimonio de sus padres, como consecuencia, se verá beneficiado con el hecho del 
labrado de una nueva acta de nacimiento si bien no expresa que se hará conjuntamente, es lógico que lo sea, 
para garantía de la persona; generalmente se trata de menores, a los efectos de dar certeza a su carácter 
filiatorio. 


El proyecto de ley determina que da la facultad al escribano para los matrimonios. El escribano no podría 
labrar un acta de nacimiento que garantizara la condición del cambio de filiación de natural reconocida o 
ilegítima a legitimada por subsiguiente matrimonio que, en los efectos, es legítima y se toma como una 
inscripción de hijo legítimo fuera del plazo. ¿Por qué? Porque la propia ley ordena el carácter reservado de la 
actuación. Entonces, si se dijera que es legitimación por subsiguiente matrimonio, se estarían violentando los 
derechos del legitimado. O sea que en ese caso el escribano no podría estar labrando el acta de nacimiento 
por no tener las competencias que la ley no le estaría dando. 


Por último, sería necesario comprobar que la investidura del escribano es vigente, porque para poder actuar 
en consecuencia no solamente tendría que estar investido, sino además tener habilitado su protocolo. 
Entonces, el tema que queda acá planteado es quién asume la responsabilidad de lo actuado en el caso de que 
el escribano no estuviera investido. El Registro de Estado Civil no tiene una comunicación previa de la 
iniciación del expediente como para poder comprobar que la investidura del escribano y la habilitación de su 


protocolo estén. Inclusive, para dar garantías a las personas, sería factible asumir que esta circunstancia 
ameritaría la modificación del artículo 91, incluyendo como un elemento dirimente extra la inhabilitación del 
escribano para actuar, porque eso daría en sí mismo la calidad de nulo, pero queda colgada la posibilidad de 
cuál es el organismo o la entidad responsable. Esto no es lo mismo que una compraventa nula por falta de 
habilitación del escribano porque el protocolo no está habilitado, ya que ahí insisto estamos hablando de 
perjuicios económicos dirimibles con respecto a un bien particular y entre particulares, y acá estamos 
hablando de una cuestión general que se desprende del planteamiento de un servicio público que tiene a su 
cargo el Estado. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Cuando el señor Director del Registro de Estado Civil comenzó a 
hablar y señaló que sería un poco fuerte, pensé que actuaría en forma similar a como lo hacía cuando 
jugaba al fútbol, según me cuentan amigos comunes. No me ha resultado, para nada, un parangón del 
juego que narraban que hacía sino que, al revés, me ha parecido un juego de medio campo, en 
comparación, bastante intrascendente, y voy a tratar de fundamentarlo. Quiero señalar que me refiero 
a la parte técnica de su exposición y no a lo personal, porque tengo un profundo respeto por el 
escribano Orellano. Creo que alcanzaría con algunas frases que he escrito mientras escuchaba con 
atención al señor Director General de Registro de Estado Civil, por ejemplo, que el Poder Ejecutivo, a 
propuesta de la Dirección de Registro de Estado Civil, dictará el Reglamento que deberán cumplir los 
escribanos para la celebración del matrimonio, sus actos preparatorios y derivados, y que a todos los 
efectos, serán considerados, en lo relativo a la celebración de estos matrimonios, Oficiales del Estado 
Civil los escribanos. Si agregáramos un artículo así y el Poder Ejecutivo reglamentara todas esas dudas 
que le surgen al señor Director General de Registro de Estado Civil, estaría absolutamente solucionado 
el tema y evitaríamos todo esto. 


En primer lugar, quiero hablar de los antecedentes. El Uruguay del siglo XXI no es el Uruguay de 1879 que 
el Director me corrija el año, si me equivoco, porque él seguramente maneja este tema todos los días y yo no; 
no tenemos necesidad de consolidar un Estado que ya está muy consolidado, ni tenemos necesidad de señalar 
a la sociedad la separación que existe entre la Iglesia y el Estado. En aquel momento prácticamente había una 
única religión en el Uruguay y estaba entremezclada con el Estado; hoy en día está claro dónde está ubicado 
cada uno. 


Quizás partiendo de ese punto pudimos haber sido bastante más audaces y, como sucede en algunos otros 
países, dar valor de matrimonio a muchos de los matrimonios que se celebren de acuerdo con los diferentes 
credos de los celebrantes. Nos pareció que mantener una ceremonia civil era lo apropiado, por lo menos, en 
una primera instancia. 


Entre los temas que plantea el escribano, lo primero que quiero señalar es que este proyecto no elimina el 
Registro de Estado Civil ni su participación en una eventual celebración de un matrimonio por parte de los 
escribanos. No es "en vez de" sino "además de". Mantuve una larga reunión con el gremio desde el primer 
momento en que me llamaron me dijeron que querían hablar conmigo y les dije que sí, que los recibía; me 
preguntaron cuándo y les dije "ahora", y como no podían les dije "mañana, pasado, cuando quieran" en la que 
expliqué mis motivos. No es algo que quiera hacer a escondidas ni quiero evitar que se celebren matrimonios. 
Sí creo que la infraestructura prevista de acuerdo con las necesidades que vivimos en el mundo de hoy no es 
la del Registro de Estado Civil. Además, estuve reunido con la Asociación de Escribanos del Uruguay y 
perfectamente podría tarifarse en un tercio de lo que se cobran los matrimonios a domicilio, de acuerdo con 
distintos ejemplos de lo que cobran hoy los notarios. 


Reitero que algunos no van a poder pagar este tipo de celebración de matrimonio, el que no pueda hacerlo le 
pasará lo mismo que al que no puede celebrarlo en su casa: irá al Registro y lo celebrará allí. Se critica que 
no abarca a otras áreas del Registro y yo creo que no debe hacerlo. Creo que debe acotarse únicamente a esta 
temática y no incluir otras que tienen que estar en manos del Registro de Estado Civil. Los escribanos tienen 
Superintendencia de la Suprema Corte de Justicia, pero también podríamos someterlos, como lo señalaba, a 
la Superintendencia de la Dirección de Registro de Estado Civil en cuanto a la celebración de estos temas. 


En lo que refiere a la conservación de la documentación, se puede regular de manera que se traslade a la 
documentación que requiera el Registro de Estado Civil para dar todas las garantías. Creo que no todas las 
inscripciones son declarativas puse como ejemplo el de las hipotecas; quizás se me pueda decir que la 
hipoteca son casos diferentes y efectivamente lo son, pero existe publicidad constitutiva. De todos modos, 


podemos poner un plazo de veinticuatro o cuarenta y ocho horas y solicitar a los celebrantes que se abstengan 
de consumar el matrimonio hasta tanto no se inscriba, para aplicarlo a los tiempos modernos; quiero aclarar, 
para que conste en la versión taquigráfica, que lo estoy diciendo a modo de broma. 


La legitimación por subsiguiente matrimonio prevista en el Código Civil, perfectamente la puede hacer el 
Registro con prescindencia, siempre y cuando sea señalado por las partes luego de la celebración ante 
escribano público. Se me ocurre que muchas de las críticas que realiza el escribano Orellano pueden tener 
asidero desde el punto de vista técnico y a los efectos prácticos, pero creo que son subsanables desde el punto 
de vista de decir: la celebración por parte de los escribanos de estos matrimonios se deberá hacer de acuerdo 
con una ordenanza, con un Decreto que dictare el Poder Ejecutivo, con todas las características que den 
garantías a los hechos. 


Quiero decir que aproveché la oportunidad del trancazo que había con los casamientos para presentar este 
proyecto y para que tuviera difusión algo que creo es bueno, que existe en el derecho comparado y que hace 
tiempo que lo vengo pensando. Me parece que este tema requiere otro tipo de soluciones que valen la pena. 


Sí me pareció un poco temeraria la afirmación de que atentaba contra la imparcialidad, el grado de intimidad 
y de familiaridad. Como decía el doctor Jorge Gamarra, es por lo menos curioso, en mi opinión; me resulta 
una opinión curiosa, para no llamarla de otra manera. 


Esta idea no pretende aprobar un matrimonio por parte de los escribanos y punto; lo que pretende es disparar 
una discusión que creo se debe esta sociedad. Quizás en la sociedad tengamos que discutir cuál es el rol que 
deban cumplir las diferentes creencias, las diferentes religiones, y qué validez pueden tener sus actos. Creo 
que hoy, cuando el matrimonio ha perdido mucho asidero y mucho espacio dentro de las nuevas generaciones 
soy de la generación que cree que el matrimonio es la base de la sociedad y que debe ser fomentado, hay que 
buscar mecanismos que entusiasmen en ese sentido. Esta iniciativa pretende ser un disparador aunque, 
evidentemente, no reúne todos los requisitos de la forma en que podría celebrarse un matrimonio por parte de 
los escribanos públicos. Sé que anda por allí otra solución me gustaría pedirle a los comparecientes que la 
señalaran acerca de los matrimonios que se podrían celebrar en los Centros Comunales y de quiénes lo 
celebrarían. Me parece una muy buena idea. Sé que es una vieja aspiración que han tenido, por lo menos, 
algunos de los actores políticos que conozco. Por ese lado también podríamos avanzar en esto; creo que 
acerca el matrimonio al barrio y que tiene mucho que ver con la comunidad, que es la que celebra. Porque el 
matrimonio no lo celebran solamente las dos personas que comparecen sino que lo hace una sociedad y la 
cercanía a su zona también ayudaría a que eso tenga un contenido emocional, a lo cual yo le doy un carácter 
importante. 


Creo que en nuestras vidas, la celebración del matrimonio es de las cosas más importantes que hacemos; es 
quizás la más importante. Queremos convivir con una persona, lo queremos hacer publico, queremos tener 
una descendencia y dentro de toda esa lógica queremos darle un contenido particular, que yo creo lo tiene. 
Por eso tenemos que reempoderar al matrimonio si se me permite la expresión, es decir, tenemos que volver a 
darle un profundo contenido vinculado a toda la connotación social que conlleva. En ese sentido, me parece 
que esta es una buena idea. Lo he conversado con el gremio del Registro de Estado Civil a pesar de que he 
visto una declaración de que están en contra; lo he conversado con el señor Director que ha tenido la 
amabilidad de atenderme; lo he conversado con la Asociación de Escribanos del Uruguay luego de su 
presentación no quise hacerlo antes porque me parecía que no correspondía actuar a pedido sino de acuerdo 
con las convicciones, como tenemos que hacerlo los legisladores, y los rebotes, los comentarios que he 
recibido sobre este tema han sido muy positivos, más allá de que han existido algunas excepciones siempre 
uno las encuentra en las críticas, en particular la de los trabajadores afectados. 


Creo que en este caso tampoco se afectan derechos económicos, más allá de la competencia que le pudieran 
hacer los escribanos a los Oficiales del Registro Estado Civil en cuanto pueden concurrir y celebrar los 
matrimonios a domicilio. Quizás pudiera significar una pérdida que, simplemente haciendo un cálculo de lo 
recaudado en los últimos años en forma promedial, se podría solucionar. Estoy convencido de que no hay 
objeciones sobre el fondo del asunto. 


Hoy, la forma de organización del matrimonio en nuestra sociedad obedece a un concepto de 1879, de un 
Código hecho por Narvaja hace ya muchos inviernos. Creo que hay que buscar la forma de modernizarlo y de 
darle otros elementos que hagan a la cosa. Hay que regular mucho más; esto es simplemente señalar cuál es 
la forma. Quizás todo lo demás pudiera subsanarse a través de una norma genérica que dijera lo que yo 


señalaba: que el Poder Ejecutivo dictará un Decreto, a propuesta de la Dirección de Registro de Estado Civil, 
el que deberán cumplir los escribanos para la celebración del matrimonio, sus actos preparatorios y derivados 
posteriores y que serán considerados Oficiales de Registro de Estado Civil a todos los efectos. Es lo que se 
me ocurre en el momento. La idea era, precisamente, no acotarlo a este tema, es decir que lo celebran como 
quieren, cuando quieren, no lo inscriben, lo dejan por ahí, se lo olvidan, pero no es como proceden los 
escribanos. Creo que entre los miles de escribanos que hay en nuestro país tenemos un notariado muy digno 
que ha actuado siempre haciendo honor al lema "La honradez nivelará mis pasos". Es cierto que ha habido 
problemas con algunos escribanos, pero han sido sancionados. Es la patología que existe y son las 
excepciones del sistema, pero se trata de funcionarios que perfectamente pueden dar fe pública de un 
momento. 


También creo quiero aclararlo expresamente que en mi filosofía está el tratar de explicar que hoy nadie está 
discutiendo la separación de la Iglesia del Estado o el efecto civil o religioso que pueda tener un acto. Lo que 
sí me parece es que, por ejemplo, cuando se hizo la norma que reclamaba la celebración del matrimonio civil 
antes que el religioso, fue porque la gente no iba a ir al civil y sí directamente al religioso. Hoy, con el avance 
que ha tenido el mundo, quizás la gente vaya al Registro de Estado Civil cuando quiera tener efectos 
jurídicos de su relación; de lo contrario, seguirán viviendo juntos, como lo hace la mayoría de la gente, o 
celebrarán matrimonios de acuerdo con su religión, como se hace también, más allá de que pueda tener 
efectos o no. 


Por ejemplo, la norma que castiga con cárcel la celebración del matrimonio por parte de los Ministros de las 
iglesias ha caído en desuso, no es aplicable: ha pasado casi un siglo y medio desde aquella época. Creo que es 
algo que hay que actualizar. 


Esta es mi humilde propuesta y tomo lo mejor de los comentarios del señor Director General de Registro de 
Estado Civil como idea para plantear que, eventualmente, si se aprobara algo así fuera hiperregulado por 
normas, por supuesto, estatales. 


SEÑOR MICHELINI.- En primer lugar, quiero resaltar que estoy muy orgulloso de la delegación del 
Ministerio de Educación y Cultura porque, consultada sobre un proyecto, ha hecho los deberes. 
Muchas veces, estando en la oposición y ahora en el Gobierno, se convoca a las autoridades y uno 
piensa que, en realidad, no dispusieron del tiempo para hacer un estudio de la relevancia de la consulta 
en cuestión. Esa es la primera conclusión. 


La segunda conclusión es que la voluntad expresada por el señor Ministro es que considera que no es 
oportuna la promoción o eventual aprobación de este proyecto de ley porque lo considera inconveniente. 


El tercer elemento es que el Director General de Registro del Estado Civil, el escribano Adolfo Orellano, hizo 
una intervención muy ponderada, muy meditada y no atribuyó intenciones. Fue una exposición muy clara por 
supuesto, se podrá estar de acuerdo o en contra; hubo un relacionamiento que resaltó las aristas que son las 
que abonan la conclusión del señor Ministro de la inoportunidad y de la inconveniencia. 


Dicho esto, simplemente quiero resaltar que efectivamente, lo curioso con el tema de la celebración del 
matrimonio, en una sociedad del siglo XXI, es que dada la diversidad de abordajes a la construcción de la 
vida familiar o de la vida de intimidad, cuando uno toca ese tema se genera toda una serie de reflexiones 
porque de alguna forma como bien señalaba el señor Diputado Iturralde Viñas va hacia un tema trascendente 
de la vida de las personas. Lo he visto cuando tomamos la iniciativa de promover los matrimonios civiles en 
los barrios, en los Centros Comunales; eso generaba una noticia mucho más allá de la potencia de la 
iniciativa concreta. 


Es verdad que estamos en el siglo XXI, pero estos temas retrotraen a un debate en profundidad. Basta 
recordar algunos ejemplos de algunas cosas que hizo la Administración no hace muchos años que generan un 
debate trascendente en cuanto a la condición de la laicidad del Estado, en cuanto a la condición de la laicidad 
de la educación y en cuanto a qué tanto tienen que estar separadas las confesiones religiosas de la 
administración del Estado. 


Por lo tanto diría que, aceptando por buenas las observaciones del Poder Ejecutivo, si se quiere insistir en 
esta iniciativa tendremos que profundizar la discusión porque muchas veces las sociedades recurren a discutir 


temas que consideran pertinentes y estos asuntos, como el del matrimonio, el de la construcción de la 
intimidad y el de la relación del Estado con las confesiones religiosas, son temas permanentes. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Quiero anunciar que nosotros tenemos pronto un proyecto de ley con este 
mismo objetivo pero con soluciones diferentes, por ejemplo, en el caso de realizarlo por acto notarial. 
En breve lo tendremos aquí, sobre la mesa, para poder trabajar y profundizar en él, como decía el 
señor Diputado Michelini. 


Es buena la presencia del señor Ministro para hacerle tres preguntas concretas sobre algo que ya se ha 
manejado aquí. 


¿Se cree necesario y oportuno actualmente mantener que previo a que se celebre el matrimonio religioso, se 
celebre el matrimonio civil? ¿Se cree necesario seguir manteniendo una figura delictiva, como lo establece el 
artículo 91 del Código Civil, que refiere a los Ministros de la Iglesia Católica o a los pastores de las 
diferentes comuniones disidentes en el país? La idea de la pregunta es para legislar y derogar algún delito. 


La Ley N”* 18.246 regula el concubinato. ¿La unión concubinaria reconocida judicialmente cumple con ser un 
requisito previo para la celebración de la ceremonia religiosa? ¿No podría establecerse que se cumple con el 
requisito para que los Ministros de las iglesias de las distintas religiones puedan celebrar el matrimonio 
religioso? Esto viene de la época de Latorre. Podría haber una oportunidad para el debate. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Para mí se están tratando temas que ni remotamente están comprendidos 
en el proyecto de ley que tenemos a consideración, como ser el matrimonio religioso y su vinculación 
con el matrimonio civil. Tampoco está en cuestión el tema de la intimidad. 


Yo soy escribana. Nunca he sido partidaria de que se agreguen funciones a los escribanos. Sin embargo, la 
legislación, paulatinamente, les ha ido incorporando funciones muy severas, complicadas, aun cuando no 
están sujetos a jerarquías. Digo esto con relación a ser agente de retención del Impuesto a las Transmisiones 
Patrimoniales, del Impuesto a las Retribuciones Personales, con muy severas responsabilidades. Ni que 
hablar de la responsabilidad de la supervisión del lavado de dinero, una misión imposible para los escribanos 
y que puede causarles consecuencias hasta penales. 


Este tema está más vinculado a la normal labor de los escribanos, que constatan determinados hechos y dan 
lugar a un determinado acto jurídico con determinadas consecuencias. El Oficial del Registro del Estado 
Civil no hace otra cosa que constatar que no existan impedimentos dirimentes para el matrimonio a través de 
un expediente, leer los artículos del Código Civil y declararlos unidos en matrimonio civil. Me parece que es 
una función bastante semejante a la que, en otros órdenes, realizan los escribanos. 


Tenemos que definir si hay una objeción de fondo para que el escribano esté habilitado a celebrar matrimonio 
o si este proyecto de ley es insuficiente y requeriría de algún aditamento para que tenga opinión favorable del 
Ministerio de Educación y Cultura. Por lo que dijo el señor Ministro, me pareció que hay una opinión de 
fondo en cuanto a que los escribanos no deben celebrar matrimonio. Sin embargo, escuchando al Director me 
pareció que hay algunos extremos que están contemplados en la ley. De acuerdo con este proyecto, la 
celebración del matrimonio queda registrada en el protocolo. A los escribanos no se les autoriza el protocolo 
si no lo tienen inspeccionado en determinada fecha y si no están al día con el pago de los aportes a la Caja 
Notarial. O sea que, evidentemente, si tienen protocolo y pueden registrar en él, están activos. Lo mismo 
sucede con la copia. Si la primera copia de la celebración del matrimonio se remite al Registro Civil, como se 
remiten las copias de las actas del matrimonio, la extensión estaría regida por las normas generales de 
extensión de copia de las partidas de matrimonio. Hay otras objeciones que me parecen instrumentales y 
podrían ser objeto de reglamentación. 


Lo primero que tendríamos que definir es si hay objeción de fondo para que los escribanos celebren 
matrimonio. En caso de que no existiera, si satisfaciendo esas objeciones que acaba de hacernos ver el 
Director General del Registro en el sentido de que no pueden registrar todas, podría ser viable la aquiescencia 
del Ministerio a una opción de esta naturaleza. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Teniendo en cuenta las reflexiones que hice sobre la eventualidad de 
reglamentar esto por parte del Poder Ejecutivo y el planteamiento que hizo la Presidenta, que es muy 
pertinente, el Ministerio no tiene por qué tomar hoy una posición definitiva. Quizás sea un tema a 
analizar más a fondo. Podemos establecer un diálogo para buscar alternativas. 


SEÑOR ORRICO.- Siento la necesidad de dejar una constancia. En mi tarea en esta Comisión que 
lleva dieciséis años y cinco meses he escuchado muchas exposiciones. Por honestidad intelectual, siento 
la necesidad de decir que la exposición del escribano Orellano es de las más brillantes que ha habido 
acá, cosa que agradezco mucho. Es cierto lo que dice el señor Diputado Michelini: no siempre las 
personas que vienen, tienen esta preparación. Se podrá estar de acuerdo o no con lo que se dice; ese es 
otro problema. 


Quiero dejar otra constancia. La bancada de legisladores del Frente Amplio tiene oposición de fondo al 
proyecto. No lo vamos a discutir ahora. Para nosotros, el casamiento es una responsabilidad ineludible del 
Estado. Estos cinco Diputados opinamos eso. 


Todos los integrantes del Ministerio estudiaron el tema y sabían de qué hablaban cada vez que se les preguntó 
algo. Eso es muy enriquecedor. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Comparto plenamente la preocupación del 
señor Diputado Iturralde Viñas que motiva su propuesta, en particular el primer punto de la 
exposición de motivos que señala la importancia de la institución familiar y el matrimonio y la 
necesidad de apuntarla bajo todas sus formas. También comparto con el señor Diputado el interés de 
mantener un espacio de diálogo y debate que pudiera llegar a otras instancias. Me refiero a acercar la 
celebración del matrimonio a la gente, al lugar donde vive y explorar las distintas alternativas. Ese es 
un largo camino. 


La intervención del escribano Orellano dio un grado importante de detalles, con distintas preocupaciones y 
objeciones. Es cierto que varias de ellas podrían ser objeto de una reglamentación que requeriría la 
construcción de un complejo andamiaje reglamentario, pero hay otras que tienen que ver con objeciones de 
fondo. 


Este Ministro no es escribano ni abogado. Tengo un enorme respeto hacia las dos actividades, el respeto que 
tiene un científico. El espacio normativo jurídico tiene el rigor de la construcción matemática. La matemática 
es, tal vez, la disciplina científica con mayor componente intuitivo. Construye un complejo espacio que se 
caracteriza por una total coherencia interna. Se pueden concebir distintos sistemas, pero el sistema opera y es 
bueno si es coherente; si no lo es, no se constituye y se destruye solo. Creo que el derecho tiene tanto el rigor 
como esa necesidad de coherencia interna, distintas situaciones que hacen asegurar la convivencia en 
sociedad, la construcción de una sociedad, con sus distintas complejidades, y puede ser resuelto de formas 
muy diversas. Pero la forma no puede ser algo puntual, sino que tiene que integrar un sistema fuertemente 
coherente. El punto que estamos discutiendo en el día de hoy es central en ese andamiaje que asegura la 
convivencia y la construcción de sociedad. 


Me parece importante señalar esto, porque está detrás del conjunto de preocupaciones, más allá de nuestros 
matices y diferencias. Por supuesto que también es de recibo la propuesta que hizo el señor Diputado 
Iturralde Viñas de mantener un espacio de reflexión y diálogo que, con gusto, seguiremos compartiendo. 


Ahora voy a referirme a las preguntas del señor Diputado Cersósimo. En cuanto a la segunda pregunta que 
refiere a la figura delictiva, entiendo que eso está en desuso y hay mecanismos para asegurar que no figure 
más. 


Con relación a la primera pregunta, sobre la oportunidad de celebrar el matrimonio civil antes que el 
religioso, creo que el Estado no puede renunciar a algo que considera que es absolutamente central. 


Con respecto a la tercera pregunta, sería un avance sustancial en lo que tiene que ver con apoyar la 
construcción y el desarrollo de los núcleos familiares. Ese es un tema muy fuerte. Diría, no como un Ministro 
que se ocupa de los asuntos jurídicos, sino por la educación, que este es un tema absolutamente central. 


Hay un avance importante en el tema de la unión concubinaria, pero ahí sí el Estado no podría reemplazar la 
necesidad de independencia y autonomía de las distintas instituciones religiosas, que tienen que ver si 
reconocen o no de la misma manera. Ese es otro tema, pero no quería dejar de contestar las preguntas del 
señor Diputado Cersósimo. 


Quedo a total disposición de los señores Diputados para tratar este tema u otros. 


SEÑORA BLANCO.- El análisis que hizo el escribano Orellano tiene dos órdenes de consideración. 
Quizás esto clarifique lo que ustedes planteaban respecto a la posición del Ministerio. Creo que hay un 
orden de consideraciones que son inconveniencias, que eventualmente podrán ser subsanadas con 
disposiciones similares o adendas, pero sí hay una preocupación de fondo en el Ministerio. Esto se 
considera un obstáculo más sustantivo, dejando los grados de conveniencia o inconveniencia que 
puedan subsanarse en un proyecto de ley que puede tener los incisos necesarios para ajustar una nueva 
modalidad de celebración de matrimonio dentro de un marco real existente. 


El tema de fondo es que el Ministerio aborda todo lo que tiene que ver con las funciones de la Dirección 
General de Registro de Estado Civil como un servicio público. Esa es la problemática que está en debate, y 
está bien. Por otro lado, el Ministerio ha generado instancias de diálogo diferentes, en las que la celebración 
del matrimonio como otras de las hipótesis que están vinculadas con los derechos de entidad se "aggiorne", 
se modernice. Eso es una preocupación del Ministerio que se ha reflejado en distintas iniciativas. Acá se hizo 
mención a una, que específicamente no refiere a esto porque no modifica el marco legal, pero habilita otras 
modalidades distintas de celebración del matrimonio o de cumplir con aquellos servicios que tienen que ver 
con la Dirección General de Registro de Estado Civil. 


De toda esta discusión, de esta propuesta y de las reflexiones del Ministerio me parece bueno rescatar si todo 
aquello que está vinculado con registrar o garantizar los derechos a la identidad de los sujetos tiene que ser 
necesariamente un servicio público y cuál es su perfil y alcance. Ese es el debate de fondo y la preocupación 
del Ministerio. Me parece excelente que existan distintas modalidades en las que se discuta eso. 


Para centrar un poco más la discusión, la preocupación del Ministerio es esa concepción de servicio público, 
es decir, si las modalidades que puedan plantearse para modernizar esta prestación de servicio se ajustan a 
esos requerimientos o a esa concepción de servicio público. Me refiero a un servicio público en el sentido de 
ser un servicio inherente a las funciones propias del Estado, lo que puede llevarnos a discutir si es delegable o 
no desde el punto de vista de que tiene la responsabilidad de su ejercicio y su contralor. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Me resultan ilustrativos todos los temas que va abordando la 
delegación concurrente, porque van clarificando más el panorama. Soy abogado, pero no un jurista 
que haya ejercido, y quizás pueda cometer algunos errores. Supongo que la doctora, cuando hablaba 
de servicio público, se refería a un cometido esencial del Estado, a la celebración y a la eventual 
delegabilidad. El transporte es un servicio público y no lo presta el Estado, sino que lo delega 
permanentemente. Creo que cada vez vamos avanzando en ejemplos de participación público-privada, 
no solo referidos a la ley que está a consideración en estos momentos. 


SEÑORA BLANCO.- El planteamiento que hice es la invitación al debate de un servicio público que 
tiene que ver con la identidad, pero si vamos a utilizar los términos del Código Civil más tradicionales, 
se trata del estado civil de las personas. No sé si fui clara cuando lo expresé. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Aclaro al escribano Orellano que mi crítica no iba dirigida a la 
eventual profundidad que pueda haber tenido su análisis, sino al miedo que me dio en cuanto a que 
pudiera ser muy duro respecto a la crítica del proyecto. La crítica no me pareció tan dura; más bien 
creo que se trata de temas salvables. 


Quiero manifestarle mi respeto intelectual y técnico, y señalar la solidez de su participación. No quisiera dar 
lugar a malas interpretaciones en el sentido de que pude haber menospreciado desde el punto de vista 
intelectual y técnico su participación. 


Yo estoy absolutamente convencido de que la regulación del estado civil de las personas es un cometido 
esencial del Estado. De lo que no estoy convencido es de que solamente agentes que sean funcionarios 
públicos puedan celebrar ciertos actos. Inclusive, el escribano no es un funcionario público, pero sí da fe 
pública. Yo parto de la base de que en nuestras sociedades hemos concedido a los escribanos la potestad de 
celebrar actos, hagan fe pública, y por eso es el planteo. Me parece que hay que hacer una aclaración. Reitero 
que el planteo no es que los escribanos públicos celebren el matrimonio en vez del Registro de Estado Civil, 
sino además, y de acuerdo con lo que digan las normas relativas a ese tema. Me parece que un agente que da 
fe pública de distintas cosas por ejemplo, de los testamentos, que también tienen que ver con la vida de las 
personas perfectamente puede celebrar un acto de este tipo, en concurrencia con otros temas, de la misma 
manera que los Jueces de Paz del interior celebran el matrimonio y tienen una doble jerarquía en ese sentido. 
En toda esa temática no dependen de la Suprema Corte de Justicia. Yo creo que en este caso el escribano 
puede ser un agente que cumpla con una de las funciones que son cometidos esenciales del Estado y que este 
puede perfectamente delegar y no mantener el monopolio en los Oficiales de Estado Civil. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero destacar expresamente el rigor técnico de las intervenciones y 
opiniones que nos han brindado sobre los distintos puntos cuyo tratamiento habíamos preestablecido 
para el día de hoy. 


Agradecemos la presencia del señor Ministro de Educación y Cultura así como de las autoridades que lo 
acompañan. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


